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El 21 de marzo de 1960, en Shaperville (Sudáfrica), millares de personas sudafricanas se reunieron 

para protestar contra las opresiones y humillaciones que sufría la mayoría negra del país. En un 

acto de desobediencia civil se reunieron sin los pases que controlaban sus desplazamientos, acción 

pacífica a la que la policía respondió disparando contra los manifestantes y asesinando a 69 

personas. Esta tragedia cambió el sentido de la lucha contra el Apartheid y esta fecha es recordada 

en todo el mundo a través de la conmemoración del Día Internacional para la eliminación de la 

discriminación racial, proclamado en 1966 por la Asamblea General de la Organización de las 

Naciones Unidas.  

 

Con este motivo, a propuesta de la Ministra de Igualdad, del Ministro de Asuntos Exteriores, Unión 

Europea y Cooperación, del Ministro del Interior, y del Ministro de Inclusión, Seguridad Social y 

Migraciones, el Consejo de Ministros aprueba la siguiente declaración institucional:  

 

“La lucha contra la discriminación racial o étnica y contra el racismo estructural, que debe tener en 

cuenta la identificación y la atención a las manifestaciones de discriminación interseccional, son 

prioridades del Gobierno de España, tanto en su política interior como exterior. Por este motivo, se 

vienen impulsando una serie de acciones que contribuyen a la eliminación de cualquier forma de 

discriminación racial o étnica y de otras formas conexas de intolerancia.  

 

Pero la discriminación racial persiste como una preocupación en el mundo y en la Unión Europea, 

como atestiguan las sucesivas encuestas del Eurobarómetro y de la Agencia de Derechos 

Fundamentales de la Unión Europea. La Unión Europea ha aprobado el Plan de acción de la UE 

Antirracismo para 2020-2025, en el que da un paso importante al reconocer el problema del racismo 

estructural y señalar la necesidad de políticas proactivas para abordarlo. Este plan también señala 

que disponer de datos precisos y comparables es esencial para evaluar la magnitud y la naturaleza 

de la discriminación, y para diseñar, adaptar, supervisar y evaluar las políticas; considera que es 

necesario desglosar los datos en función del origen étnico o racial; y advierte también de que los 

datos actualmente disponibles son relativamente escasos en comparación con los datos sobre 

otros motivos de discriminación, como el sexo, la discapacidad, la edad, o el origen nacional. 

 

 
Acuerdo por el que se aprueba la declaración institucional con motivo del Día Internacional de la 
Eliminación de la Discriminación Racial. 
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El Gobierno reconoce la labor de la sociedad civil a través de las organizaciones y asociaciones de 

personas del pueblo gitano, de personas africanas y afrodescendientes, árabes, amazigh, 

latinoamericanas y asiáticas, entre otros grupos poblacionales y étnicos, así como de personas 

migrantes y de apoyo a los derechos humanos, en general, y a la lucha contra el racismo, en 

particular, cuyo esfuerzo debe verse respaldado y acompañado por  políticas públicas dotadas de 

mayores medios y recursos.   

 

Por otra parte, España lleva años avanzando en la lucha contra los delitos y los discursos de odio. 

Las actuaciones especializadas de la Fiscalía General del Estado y de las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad, el Ministerio de Justicia, el Ministerio del Interior, el Ministerio de Inclusión, Seguridad 

Social y Migraciones, y el Ministerio de Igualdad han proporcionado avances cualitativos, y el 

Acuerdo para cooperar institucionalmente contra el racismo, la xenofobia, la LGBTIfobia y otras 

formas de intolerancia, también ha servido de marco para avances importantes. La aprobación de 

la Ley 15/2022 de 12 de julio, integral para la igualdad de trato y la no discriminación, ha supuesto 

otro hito, y su aplicación y desarrollo van a constituir sin duda un instrumento trascendental para la 

lucha contra el racismo. 

 

Pero también en este ámbito quedan importantes desafíos que el Gobierno ha de afrontar, como 

la aprobación de un proyecto de ley contra el racismo, la discriminación racial y las formas conexas 

de intolerancia, en el que viene trabajando el Ministerio de Igualdad con los demás departamentos 

ministeriales implicados y la sociedad civil organizada, con el fin de eliminar el racismo estructural, 

la discriminación racial y las formas conexas de intolerancia, reconocer el racismo estructural 

presente en la sociedad española y establecer medidas para evaluarlo, entre ellas, sistemas de 

recogida de datos que proporcionen instrumentos para prevenir y combatir el racismo, y mejore la 

atención a las víctimas de la discriminación racial y la intolerancia asociada. Desafíos 

especialmente acuciantes en un contexto internacional, europeo y nacional en el que es preciso 

alzar una voz clara y activa contra el racismo, la xenofobia, el antigitanismo, el racismo anti afro, el 

antisemitismo y la islamofobia.  

 

El Gobierno  ha aumentado los medios humanos y económicos  destinados a la lucha contra todas 

las formas de discriminación racial y buena muestra de ello son los incrementos presupuestarios 

en los servicios de atención a víctimas por parte del Ministerio de Justicia, así como del Consejo 

para la eliminación de la discriminación racial o étnica (CEDRE), la creación del teléfono 021 para 

la atención a víctimas de discriminación racial o étnica, que entrará en funcionamiento en las 

próximas semanas y  la inclusión de la primera campaña estatal  contra el racismo en horario de 

máxima audiencia en televisión, al objeto de aumentar la confianza en las instituciones y de que 
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las víctimas cuenten con más medios para denunciar, y hacer frente así a las elevadas tasas de 

infradenuncia de los actos de discriminación racial y de los delitos de odio cometidos con prejuicios 

racistas.  

 

También se está avanzando en el diagnóstico de la situación de los asentamientos informales en 

los que viven en condiciones de falta de dignidad numerosas personas migrantes, del pueblo 

gitano, africanas y afrodescendientes y árabes, entre otros grupos poblacionales y étnicos.  

 

Sin embargo, todavía es necesario disponer de más y mejores datos y, en concreto, que el Instituto 

Nacional de Estadística (INE) pueda recoger este tipo de datos en una encuesta que proporcione 

una mayor información, siempre respetando los principios de anonimato, voluntariedad, auto 

identificación, no causar daños, así como la legislación de protección de datos. Esta línea de trabajo 

es la que el Ministerio de Igualdad viene impulsando en los últimos años, en colaboración con el 

INE, la Agencia Española de Protección de Datos, el CEDRE, el Consejo Estatal del Pueblo Gitano 

y la Agencia Europea de Derechos Fundamentales (FRA).   

 

Las actuaciones anteriores, así como los estudios sobre la situación de discriminación en el ámbito 

laboral, el educativo, o el análisis del coste económico del racismo entre otros; la financiación de 

programas llevados a cabo por las organizaciones de la sociedad civil en el ámbito de la 

convivencia, sensibilización y lucha contra los delitos de odio; la colaboración con la administración 

local en la prevención del racismo y la xenofobia; o la monitorización y el análisis sistemático del 

discurso de odio en línea, todas ellas llevadas a cabo por el Ministerio de Inclusión, Seguridad 

Social y Migraciones, contribuyen a avanzar y a realizar un diagnóstico más preciso y un análisis 

más detallado y completo del grado de acceso de las personas migrantes, las personas del pueblo 

gitano, africanas y afrodescendientes, asiáticas, árabes y demás grupos poblacionales y étnicos, a 

los derechos civiles y políticos, económicos y sociales, tales como la participación política, el 

acceso a la vivienda, la educación, el empleo, la tecnología y la atención a la salud, como 

recomiendan los organismos internacionales de derechos humanos en el ámbito de la 

Organización de las Naciones Unidas y del Consejo de Europa.   

 

Con esta declaración, el Gobierno pone de relieve que la ejecución de las políticas públicas 

destinadas a la eliminación del racismo estructural y de la discriminación racial, y la construcción 

de una sociedad cada día más equitativa e inclusiva es una línea prioritaria de actuación, y condena 

todas aquellas actitudes y manifestaciones que ponen en cuestión las múltiples aportaciones 

positivas que la diversidad étnica brinda a nuestra sociedad”.  
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ELÉVESE AL CONSEJO DE MINISTROS 
Madrid, a        de                       de 2023 
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José Manuel Albares Bueno 
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